
















































































































  

                                               CONSEJO DE ESTADO 
 

SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO 
 

SECCIÓN TERCERA 
 

SUBSECCIÓN C 
 

Consejero ponente: NICOLÁS YEPES CORRALES      
 

Radicado número: 81001-23-31-000-2011-20001-01(53938) 
 

Actor: MARIELA MANTILLA HERNÁNDEZ Y OTROS  
 

Demandado: AGENCIA PRESIDENCIAL PARA LA ACCIÓN SOCIAL Y LA 
COOPERACIÓN INTERNACIONAL-ACCIÓN SOCIAL   
 
 

Referencia: REPARACIÓN DIRECTA   
 
 
 

ACCIÓN SOCIAL-Entidad de coordinación y articulación para la atención del desplazamiento forzado. 
DESPLAZAMIENTO FORZADO-Su atención demanda la concurrencia de múltiples entidades del orden 
nacional y territorial. ACCIÓN SOCIAL-No es responsable por muertes originadas en el desplazamiento forzado. 
DESPLAZAMIENTO FORZADO-Las medidas de atención humanitaria no constituyen obligaciones que generen 
responsabilidad estatal. ESTADO SOCIAL DE DERECHO-El incumplimiento de los deberes sociales del Estado 
no implica la responsabilidad civil estatal. JURISDICCIÓN ESPECIAL DE PAZ (JEP)-Improcedencia de la 
remisión de copias a dicha autoridad, reiteración salvamento de voto Rad. 46793 de 2021.  
 
 

SALVAMENTO DE VOTO  
 

Me aparto de la decisión del 19 de julio de 2022, que accedió parcialmente a las 

pretensiones de la demanda. La mayoría estimó que se configuró la responsabilidad 

del Estado, en cabeza de la entidad demandada, porque la víctima no recibió las 

ayudas requeridas por su condición de desplazamiento y, por ello, se vio forzada a 

regresar al lugar donde había recibido amenazas contra su vida, que se 

materializaron con su muerte ocasionada por un grupo armado ilegal. 

 

1. La Agencia Presidencial para la Acción Social y la Cooperación Internacional, 

Acción Social, se creó para coordinar y articular la entrega de ayudas humanitarias 

para la población desplazada por la violencia. Sin embargo, a esa entidad no se 

asignaron todas las funciones propias del complejo esquema de atención de las 

víctimas del desplazamiento forzado, pues, para ello, se dispuso el concurso de 

múltiples entidades del orden nacional y territorial (arts. 6, 7, 10, 11-17 y 19 Ley 387 

de 1997 y arts. 1 y 5 Decreto 2467 de 2005).   

 

A mi juicio, Acción Social no debía responder por la muerte de Wilfredo Capacho 

Mantilla, pues a esa entidad no le correspondía el cumplimiento de los deberes de 
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protección y seguridad que, en principio, están asignados a la fuerza pública (arts. 

216-218 CN) –que, por demás, no fue convocada al proceso–.  

 

No se puede atribuir responsabilidad a una entidad por el presunto incumplimiento 

de deberes que no tiene a cargo. Las autoridades no pueden ejercer funciones 

distintas a las que les asignan la Constitución y la ley (art. 121 CN) y, por ende, solo 

son responsables por la infracción de esas disposiciones y por la omisión o 

extralimitación en el ejercicio de sus funciones (arts. 6 y 90 CN).   

 

2. Con todo, el cumplimiento del deber de seguridad y protección tiene límites en 

los recursos materiales y humanos, pues el Estado no es un <<asegurador 

universal>>. De modo que cualquier condena al Estado por el desplazamiento 

forzado debe abordarse desde la óptica de la falla relativa del servicio1.  

 

3. Las medidas dispuestas en el marco legal de protección a la población 

desplazada por la violencia, en especial, aquellas relacionadas con la entrega de 

ayudas humanitarias y de estabilización socioeconómica no constituyen deberes 

exigibles al Estado en el marco de una reclamación judicial de carácter 

indemnizatorio, como la acción de reparación directa. Dichas medidas, mucho 

menos, constituyen una genuina obligación estatal, de cuyo incumplimiento se 

pueda afirmar la responsabilidad civil del Estado.  

 

La evaluación de la ejecución de las medidas asistenciales, que son inherentes al 

propósito del bienestar social al que aspira el Estado social de derecho corresponde 

a la Administración. El legislador debe hacer el control político a la pertinencia y 

asignación de esas asistencias. Escapa al ámbito de la competencia del juez de la 

Administración controlar la asignación de dichas medidas.  

 

4. En relación con la orden de remitir copias del proceso a la Jurisdicción Especial 

para la Paz-JEP, me remito a lo expuesto en el salvamento de voto Rad. 46793/21.  

 
 
 

GUILLERMO SÁNCHEZ LUQUE 
MAR/1F 
 

 
1 Consejo de Estado, Sección Tercera-Subsección C, sentencia del 26 de mayo de 2022, Rad. 47724 
[fundamento jurídico 22].  


